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Capítulo 12
Jueces sin rostro
Rodrigo Brito Melgarejo1

I. Introducción
La reforma judicial Obrador-Sheinbaum cambiará de manera radical la orga-
nización de la judicatura, la forma en que se integran los tribunales del país 
y la manera en que desarrollarán sus funciones. 

Los debates sobre el impacto de esta reforma han tenido eco en diversos 
sectores, fundamentalmente por la manera en que se elegirá a las personas 
titulares de los órganos jurisdiccionales en México; sin embargo, existen 
otros temas, como la inclusión de los llamados “jueces sin rostro” en el texto 
constitucional, que también han causado polémica por las implicaciones que 
esta figura puede tener en el ejercicio de algunos derechos humanos recono-
cidos y protegidos en tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
es parte, así como por el impacto negativo en las políticas públicas en materia 
de justicia que puede acarrear, al evidenciar la falta de efectividad de los 
protocolos de seguridad tradicionales para proteger a quienes forman parte 
de la judicatura y por la falta de transparencia o las violaciones al debido 
proceso que puede provocar. 

La violencia que se vive en el país y los riesgos que enfrentan quienes 
forman parte de la judicatura —principalmente cuando conocen de casos  
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relacionados con la delincuencia organizada—, sirvió de argumento (justifica-
do o no) para que durante el proceso de reforma constitucional se considerara 
incluir en la Constitución la posibilidad de resguardar la identidad de las 
personas juzgadoras para preservar su seguridad. Este fin, desde luego, es 
loable, sobre todo en un país en que son conocidos los asesinatos de jueces 
e incluso de sus familias al resolver casos de grupos delictivos relacionados 
principalmente con el tráfico de drogas.2 

Un dato: aun cuando a nivel nacional existe una carencia de registros de 
agresiones dirigidas contra integrantes de la judicatura, se ha documentado 
que el 21 % de las personas juzgadoras, que participaron en una encuesta 
realizada en el marco de investigaciones de carácter exploratorio sobre los 
peligros que enfrentan quienes imparten justicia, respondieron haber vivido 
algún acto de ataque o amenaza a su integridad durante los últimos diez años.3

Este contexto hace comprensible que se pongan sobre la mesa medidas 
para proteger a quienes son titulares de los órganos jurisdiccionales, pero no 
justifica que se pasen por alto las consecuencias que esas acciones pueden 

2	 En su columna titulada “Jueces sin rostro: ni plata ni plomo”, publicada en el periódico Milenio 
el 6 de diciembre de 2022, Ricardo Monreal Ávila, entonces destacado senador del grupo par-
lamentario de MORENA, después de dedicar su texto a la memoria del Juez estatal Roberto 
Elías Martínez —quien fue asesinado en Zacatecas—, señaló que esta figura es una medida 
de excepción, “pero excepcional es también la violencia que se vive en varias regiones del 
país”. Para él, por tanto, “la figura de ‘jueces sin rostro’ [debía] ser valorada para proteger 
y dar seguridad a los impartidores de justicia, especialmente a quienes juzgan y sentencian 
a los acusados de narcotráfico, delincuencia organizada o terrorismo, delitos extremos y de 
alta peligrosidad para la sociedad”. Para sostener sus argumentos, Monreal menciona casos 
como el del juez federal Antonio Bermúdez, quien llevaba los casos de personas señaladas 
por su participación en el tráfico de estupefacientes o el del juez Uriel Villegas y su esposa 
Verónica Barajas, quienes fueron ejecutados al salir de su domicilio. 

3	 Véase AA. VV., Cuando impartir justicia es peligroso. Los ataques a la integridad del personal 
judicial en México, México, México Evalúa, Centro de Análisis de Políticas Públicas, 2024, p. 
5. Al hacer el recuento de agresiones a la integridad del personal de los poderes judiciales que 
participaron en el estudio, en este documento, por ejemplo, se refiere que: “En los poderes 
judiciales de Baja California y Sonora el personal trabaja sobre un terreno permeado por la 
violencia. De acuerdo con testimonios, en Baja California el predominio de los grupos de la de-
lincuencia organizada es tal que en ciertas zonas es común identificar asuntos en los que una 
de las partes pertenece o tiene algún vínculo con la delincuencia, lo que representa un factor 
de riesgo para el personal judicial. En este estado es habitual que las extorsiones y amenazas 
(de homicidio, de lesiones y de ‘levantamientos’) dirigidas hacia jueces y juezas provengan del 
narcotráfico o que las personas agresoras se identifiquen como pertenecientes a él. Además 
de amenazas explícitas, se presentan algunas de carácter simbólico. Por ejemplo, a un juez 
le fue enviada una corona de flores para funeral como una forma de amenaza de homicidio”. 
Ibidem, p. 92. 
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tener sobre las garantías procesales para las personas acusadas que deben 
existir en un Estado democrático. Por esa razón, este capítulo ofrece una breve 
revisión de los resultados que, en otros países latinoamericanos, ha tenido la 
política pública “justicia sin rostro”, para después dar cuenta de la forma en 
que esta se incorporó al texto constitucional mexicano y, con ello, dimensio-
nar las implicaciones de la reforma constitucional en cuestión y las tensiones 
que ésta genera por ir en contra de los estándares internacionales en la materia. 

II. Los jueces sin rostro en América Latina 
México no es el primer país en que los jueces sin rostro se integran al marco 
normativo. Mucho se ha dicho de los antecedentes que medidas de este tipo 
han tenido en países como Italia después del asesinato del juez Giovanni 
Falcone por juzgar a integrantes de la mafia. Lo ocurrido en Europa, sin 
embargo, no se aleja de las políticas judiciales que, desde hace más de tres 
décadas, se han adoptado en países de nuestra región. En escenarios carac-
terizados por la presencia del narcotráfico, las guerrillas o el terrorismo, en 
América Latina se ha echado mano de la justicia sin rostro para evitar el 
asesinato o las amenazas que enfrentaban los jueces ante contextos violentos. 

Durante la década de los 90, en el marco de las acciones que se toma-
ron para enfrentar al cártel de Medellín, en Colombia se aprobó el Decreto 
2700 de 1991 (Código de Procedimiento Penal) que establecía la “justicia 
sin rostro” con carácter transitorio para proteger a quienes impartían justicia 
en aquel país frente a los embates de dicha organización criminal. Debido a 
los visos de inconstitucionalidad del artículo 158 del Decreto que establecía 
medidas para resguardar la identidad de las personas juzgadoras, la Corte 
Constitucional tuvo que revisar la validez de esas disposiciones y, aunque 
las declaró exequibles, consideró que su sentido y propósitos “únicamente 
[podían] comprenderse a cabalidad si se [tenían] en cuenta las graves circuns-
tancias de orden público en medio de las cuales [habían] sido expedidas”.4

Cinco años después, se adoptó un régimen de “justicia regional” a través 
de la Ley 270 de 1996, que contemplaba también medidas de protección 
como las apuntadas, pero cuya vigencia expiraba tan sólo en 1999. El carácter 

4	 Sentencia C-053 de la Corte Constitucional de Colombia del 18 de febrero de 1993. 
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transitorio de estos ajustes a la legislación cobró gran importancia cuando a 
través de la propuesta de otros cambios normativos, se pretendió dar carácter 
permanente a ese régimen que había sido adoptado solamente por un tiempo 
expresamente determinado. 

Al abordar la constitucionalidad de esta pretensión, la Corte Consti-
tucional colombiana recordó que la justicia sin rostro era “excepcional, 
extraordinaria, justificada sólo por la especialísima situación que impedía 
en ese momento el ejercicio adecuado de la administración de justicia, y que 
tenía una vigencia temporal y precaria”. Además, señaló que la estructura de 
la administración de justicia que quería convertir en permanentes algunas 
de las medidas adoptadas a través de la justicia regional, era discrimina-
toria pues las garantías procesales ante los órganos jurisdiccionales serían 
distintas para unos y para otros procesados, contrariando las disposiciones 
constitucionales y los derechos consagrados en tratados internacionales so-
bre derechos humanos.5

La figura de los jueces sin rostro también funcionó en Perú como una 
medida adoptada por Fujimori para responder a las acciones de grupos como 
Sendero Luminoso o el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru. Las 
personas pertenecientes a estas organizaciones que eran calificadas como 
terroristas fueron juzgadas por jueces sin rostro que no les aseguraban las 
garantías mínimas para su defensa. 

Estos tribunales sin rostro violaron en múltiples ocasiones, como señala 
Human Rights Watch, las obligaciones procesales asumidas en el ámbito 
internacional por Perú. En los contextos derivados de la justicia sin rostro se  
hicieron patentes prácticas como la tortura o la coacción y se dictaron sen-
tencias sin que las personas sujetas a proceso pudieran interrogar a sus 
acusadores de conformidad con lo establecido en el marco normativo. En 
realidad, muchas veces ni siquiera se consideraron las pruebas presentadas 
o se hicieron esfuerzos para comprobar acusaciones infundadas.6 El dato de 
que un gran número de personas fueron sentenciadas de manera injusta por 

5	 Sentencia C-393 de la Corte Constitucional de Colombia del 6 de abril de 2000.
6	 Estos hechos pueden encontrarse en el documento Presunción de Culpa: Violaciones de los 

derechos humanos y los tribunales sin rostro en Perú, elaborado por Human Rights Watch, 
disponible en: https://www.hrw.org/legacy/spanish/informes/1996/peru.html 
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tribunales sin rostro, hizo que éstos fueran dejados de lado después de cinco 
años en el país andino.7

En El Salvador, por su parte, el presidente Bukele impulsó reformas a las 
disposiciones que regulan el proceso penal después de declarar el régimen de 
excepción aprobado en marzo de 2022, a través de las cuales se contemplaba 
la figura de los jueces sin rostro. Estos cambios adicionaron el artículo 73-A 
del Código Procesal Penal para establecer medidas tendientes a “salvaguardar 
la vida, la integridad personal, la libertad y demás derechos de las personas 
que integran los organismos ordinarios comunes que ejercen permanente-
mente competencia penal, así como organismos ordinarios especializados 
con competencias penales”. Entre estas medidas se contemplaba que “en los 
actos administrativos o judiciales no [constaran] los nombres ni los datos 
generales de los jueces, magistrados o secretarios de actuación, ni cualquier 
otro dato que [sirviera] para su identificación, pudiéndose utilizar un número 
o cualquier otra clave para tales efectos”. Estas medidas, sin embargo, han 
dado pie a la violación de una serie de derechos procesales que han hecho que 
la Fundación para el Debido Proceso haga un llamado a fin de buscar medidas 
alternativas para garantizar la seguridad de los operadores jurisdiccionales sin 
que se viole el debido proceso y se atente contra los elementos que sustentan 
una sociedad democrática.8

Estos tres casos, aunque no son los únicos en América Latina,9 dan mues-
tra de intentos fallidos que, con la intención de proteger a quienes imparten 
justicia, han provocado una serie de violaciones a derechos humanos sin que 
los fines planteados con los cambios a las reglas procesales hayan alcanzado 
los objetivos esperados. 

7	 Recientemente, el congresista Juan Burgos, presentó un proyecto de ley que pretende res-
taurar los tribunales sin rostro para juzgar criminales de alta peligrosidad. 

8	 Véase el análisis contenido en Jueces sin rostro y otras violaciones a la garantía de juez 
independiente e imparcial, documento que contiene un análisis de las reformas que acom-
pañan el régimen de excepción en El Salvador, disponible en: https://dplf.org/wp-content/
uploads/2024/10/jueces_sin_rostro-detencion_provisional_-_indebido_proceso_-_analisis_
reformas_el_salvador_hoja.pdf

9	 En el año 2019, por ejemplo, Río de Janeiro incluyó en su normativa la figura de los jueces 
sin rostro, erigiéndose en la séptima entidad federativa de ese país en contemplar este tipo 
de medidas procesales para proteger a quienes integran la judicatura. 
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III. La aparición de los jueces sin rostro 
en la Constitución mexicana 
En efecto, a pesar de no haberse cumplido con los propósitos que se plantea-
ron con la inclusión de los jueces sin rostro en otras latitudes, el interés por 
adoptar esta figura en México ha estado latente desde hace ya varios años. 
Basta recordar, por ejemplo, que, en su cuarto año de mandato, el presidente 
Felipe Calderón, al participar en el “Diálogo por la Seguridad hacia una Po-
lítica de Estado”, se dijo abierto a discutir la propuesta del coordinador del 
Partido Nueva Alianza en la Cámara de Diputados, Reyes Tamez Guerra, de 
crear la figura de jueces “anónimos” en el sistema jurídico mexicano para 
proteger a los impartidores de justicia de venganzas por parte de grupos de-
lincuenciales. Esta propuesta al final no prosperó. En buena medida, porque 
era contraria al modelo que estaba, al mismo tiempo, incorporándose en 
el país: los juicios orales en materia penal, que exigían un mayor grado de 
transparencia en el sistema de justicia. 

Esta tentación, no obstante, propia de un régimen de excepción del uso de 
la fuerza por parte del Estado que inició en el caso mexicano con la guerra 
en contra del crimen organizado, a partir del 2006, siguió latente durante los 
siguientes años. Pero no fue hasta la conferencia matutina del 20 de agosto 
de 2024 del presidente López Obrador, que se comentó que debía incluirse 
en nuestro sistema una “especie de protección” para los jueces que conocían 
casos relacionados con el crimen organizado para hacer frente a las amenazas 
y presiones que vivían. Este pronunciamiento pudo influir en la inclusión 
de la justicia sin rostro en su iniciativa original de reforma al Poder Judicial 
durante el proceso de dictaminación. 

A pesar de no ofrecerse mayores argumentos en los dictámenes aprobados 
por ambas Cámaras, a fin justificar las adiciones al artículo 20 constitucional 
para abrir la puerta a la figura de jueces sin rostro en el país, algunas personas 
integrantes del grupo parlamentario de Morena expresaron su apoyo a esta 
figura. La diputada Lidia García Anaya, por ejemplo, dijo al discutir el dic-
tamen de la reforma, que el anonimato de las personas juzgadoras en ciertos 
casos tenía como objetivo salvaguardar su integridad y la de sus familias. 
Pero, estos planteamientos u otros que pudieran justificar dicho añadido al 
paquete de reformas que incidieron en el funcionamiento de la judicatura no 
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se vieron reflejados en los dictámenes, lo que dio la sensación de una especie 
de albazo en el proceso de reforma. 

Finalmente, la reforma al Poder Judicial contemplaría una nueva frac-
ción X del Apartado A del artículo 20 constitucional, en la que se señala que 
“Tratándose de delincuencia organizada, el órgano de administración judicial 
podrá disponer las medidas necesarias para preservar la seguridad y resguar-
dar la identidad de las personas juzgadoras, conforme al procedimiento que 
establezca la ley”. En este sentido, la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación contempla también en su artículo 81 que, “en los casos en 
que se investigue o procese a alguna persona por algún delito establecido en 
la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, el Órgano de Adminis-
tración de Justicia podrá disponer de las medidas necesarias para preservar 
la seguridad y, de forma excepcional, resguardar la identidad de las personas 
juzgadoras, conforme al procedimiento que establezca la ley”. 

Habrá que esperar la forma en que se dará aplicación a estas normas, pero 
las experiencias que se han apuntado ponen en tela de juicio la eficacia de 
este tipo de medidas y hacen previsibles actos que pueden violar los derechos 
humanos, reconocidos en diversos instrumentos internacionales adoptados 
por el Estado mexicano. 

IV. Implicaciones y tensiones con la normativa 
internacional
Acontecimientos como los ocurridos en Perú a partir de la implementación 
de tribunales sin rostro, hicieron que las violaciones a derechos humanos 
que derivaron de su actuación llegaran eventualmente a la jurisdicción in-
teramericana por violar las garantías judiciales contempladas en el artículo 
8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los conte-
nidos del artículo XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, que contemplan el derecho que tiene toda persona 
acusada de delito a ser oída en forma imparcial y pública.

La jurisprudencia reiterada de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, al estudiar la convencionalidad de los juicios que se llevan ante jueces 
“sin rostro” o de identidad reservada, ha señalado que éstos son contrarios 
al Pacto de San José debido a que impiden a los procesados “conocer la 
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identidad de los juzgadores y por ende valorar su idoneidad, cuestionar su 
competencia, legalidad, independencia e imparcialidad, así como determi-
nar si se [configuran] causales de recusación, de manera de poder ejercer su 
defensa ante un tribunal independiente e imparcial”.10 

En el caso Lori Berenson Mejía vs. Perú, la Corte Interamericana, al 
conocer del proceso militar en contra de la señora Berenson por su presunta 
vinculación con miembros del Movimiento Revolucionario Túpac Amaru, se-
ñaló que la intervención de funcionarios de identidad reservada o “sin rostro”, 
hicieron imposible para la presunta víctima ejercer una defensa adecuada.11 
La Corte de San José se ha referido también a la identidad reservada de los 
magistrados como “un defecto” en los procesos.12

En el ámbito del Sistema Universal de Protección de los Derechos Hu-
manos la participación de jueces anónimos para combatir, por ejemplo, 
actividades terroristas, también se ha cuestionado pues los tribunales en que 
se adoptan estas medidas suelen adolecer “no sólo del problema de que el 
acusado desconoce la identidad y la condición de los jueces [aun cuando 
estas hayan sido verificadas por autoridad independiente], sino también de 
otras irregularidades”. 

Entre ellas, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha se-
ñalado las siguientes: 1) exclusión del público, o incluso del acusado o sus 
representantes, de las actuaciones; 2) restricciones del derecho a un abogado 
de propia elección; 3) graves restricciones o denegación del derecho del acu-
sado a comunicarse con sus abogados, en especial cuando se encuentra en 
situación de detención incomunicada; 4) amenazas a los abogados; 5) plazos 
insuficientes para la preparación de la causa, y 6) graves restricciones o de-
negación del derecho a citar e interrogar o pedir que se interrogue a testigos, 
en particular la prohibición de contrainterrogar a determinadas categorías de 

10	 Corte IDH. Caso Pollo Rivera y Otros vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
21 de octubre de 2016. Serie C No. 319, párrafo 171. 

11	 Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2004, Serie C No. 119, párrafo 167. 

12	 Corte IDH. Caso J. vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párrafo 270. Otros casos en los que se aborda 
la convencionalidad de los jueces sin rostro son García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, o 
Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. 
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testigos, por ejemplo, a los agentes de policía responsables de la detención 
e interrogatorio del acusado.13 

En el mismo sentido, la Relatoría especial sobre la independencia de los 
magistrados y abogados ha señalado que, si bien el Estado debe proporcionar 
medidas de seguridad para proteger al poder judicial de cualquier influencia 
ajena o de instigaciones, presiones, amenazas o interferencias, éstas no deben 
traducirse en el ocultamiento o enmascaramiento de las actividades de los 
jueces. Opciones extremas como la de los “jueces sin rostro” implican una 
derogación de las garantías judiciales contempladas en el artículo 14 del Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre las que se encuentra 
el derecho que tiene toda persona a ser oída públicamente y con las debidas 
garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial.14

Estos pronunciamientos evidencian que la justicia sin rostro no satisface 
las “normas fundamentales de un juicio con las debidas garantías ni en parti-
cular, el requisito de [un tribunal independiente e imparcial]”.15 Pero además 
del incumplimiento de estándares internacionales de derechos humanos que 
conlleva adoptar una justicia sin rostro, los abusos que la implementación de 
esta figura ha provocado han demostrado ser muchos en los países que han 
aceptado el anonimato de algunos de los integrantes de la judicatura. 

Elías Camhaji y Juan Esteban Lewin han documentado, por ejemplo, 
que en Colombia la justicia sin rostro dio pie a la existencia de “pruebas 
secretas”, testimonios o informes de peritos que los abogados defensores 
podían conocer sin saber quién los había producido. Esto impedía a la de-
fensa, alegar que un testigo tenía un interés indebido o era sospechoso de 
algún sesgo.16 

13	 Véase al respecto el párrafo 23 de la Observación General No. 32 sobre el derecho a un juicio 
imparcial y a la igualdad ante los tribunales y cortes de justicia. 

14	 Reporte temático 20 (A/72/140), párrafos 81 y 82. Esta idea se ha hecho patente también 
en el Reporte temático 3 (A/HRC/35/31) de la misma Relatoría, en el que se señala que: “La 
intervención de ‘jueces sin rostro’ y testigos secretos y las limitaciones a la presentación y 
el uso de las pruebas son ejemplos de medidas que afectan a la independencia del poder 
judicial, restringen el derecho del acusado a las debidas garantías procesales y violan siste-
máticamente su derecho a un juicio imparcial” (párrafo 52). 

15	 Observación General No. 32, op. cit., párrafo 23. 
16	 Camhaji, Elías y Lewin, Juan Esteban, “Del Perú de Fujimori a El Salvador de Bukele: el falli-

do experimento de los ‘jueces sin rostro’ en Latinoamérica”, El País, 7 de septiembre de 2024.
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En Perú, organizaciones civiles estiman que alrededor de 1,400 personas 
que fueron sentenciadas por tribunales sin rostro eran inocentes. Además, 
la reducción de la incidencia delictiva en el país andino durante el funcio-
namiento de un sistema de justicia anónima también se ha puesto en duda, 
debido a la sospecha de que muchas detenciones avaladas por jueces sin 
rostro fueron, en la práctica, desapariciones forzadas.17

A estos ejemplos de las consecuencias negativas que ha tenido imple-
mentar una justicia sin rostro debe sumarse, además, otro elemento aspecto 
importante: la adopción de este tipo de medidas ha demostrado no ser efec-
tiva en algunos casos ante contextos de violencia exacerbada18 y lo único 
que ha creado en el imaginario colectivo es “un recuerdo de autoritarismo 
y limitación de los derechos”.19 Si se toman en cuenta todos estos elemen-
tos, es fácil pensar que la apuesta que se ha hecho en México al adoptar la 
figura de los jueces sin rostro, por desgracia, no parece tan alentadora para 
nuestra democracia. 

17	 Idem. 
18	 Idem. Camhaji y Lewin, refieren, como un caso que demuestra esta afirmación, que en 1992 

fueron asesinados en Medellín la “jueza sin rostro” Myriam Rocío Vélez, que conocía de uno 
de los homicidios ordenados por Pablo Escobar, y sus escoltas. 

19	  Idem. 


